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PRESIDE: — Señoras Representantes Beatriz Argimón y Glenda Rondán (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Roque Arregui, Nahum Bergstein, José Carlos Mahía y Pablo 


Mieres. 
DELEGADA 
DE Señora Representante Margarita Percovich. 
SECTOR: 
ASISTE: Señor Representante Nelson Bosch. 


INVITADOS: Señores Presidente del CODICEN de la ANEP, licenciado Javier Bonilla; Vicepresidente, 
Roberto Scarci; Consejeros, licenciado Daniel Corbo y profesora Carmen Tornaría; y 
Secretario General del mismo, doctor Robert Silva. 


SEÑORA PRESIDENTA (Rondán) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Educación y Cultura tiene mucho gusto en recibir al Presidente del CODICEN, licenciado 
Javier Bonilla, al Secretario General, doctor Robert Silva, al Vicepresidente, doctor Roberto Scarci, a la 
señora Consejera, profesora Carmen Tornaría y al señor Consejero, licenciado Daniel Corbo, quienes, a esta 
altura, podríamos decir que forman parte activa de esta Comisión. 


A través de la Secretaría enviamos una nota en la que figuraban los temas que vamos a analizar el día de hoy. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Argimón) 
SEÑOR ARREGUL.- En primer lugar, deseo dar la bienvenida a los integrantes del CODICEN. 


Por otro lado, deseo referirme, y hacer las consultas del caso al CODICEN, al planteo realizado por la 
Asociación de Trabajadores de Educación Secundaria en cuanto al llenado de cargo a nivel del Consejo de 
Educación Secundaria. Para explicar un poco la inquietud que esto nos generó, quizás lo más conveniente sea 
leer algunos pasajes de un comunicado que ATES entregó en esta Comisión a los efectos de obtener las 


explicaciones de los señores visitantes. Este comunicado dice lo siguiente: "El Consejo de Educación 
Secundaria ha resuelto llenar 107 cargos de auxiliares de servicio y 51 cargos administrativos en liceos de 
todo el país. Ha resuelto hacerlo sin llamado público de ningún tipo. Ha remitido al CODICEN una lista con 
158 nombres, destinados a ocupar, cada uno de ellos, un puesto (que en cada caso se indica)". Más adelante 
se refieren al mecanismo que debería regir la provisión de estos cargos y dicen que los principios deben ser la 
cristalinidad, la equidad y la trasparencia. Asimismo, en determinado pasaje de este comunicado se refieren a 
una respuesta brindada por el Secretario General del CODICEN en cuanto a la forma de llenar los cargos. 
ATES al respecto expresa: "Se nos contestó, por parte del doctor Robert Silva, Secretario General del 
CODICEN que, dada la situación socioeconómica actual, para instrumentar un llamado público 'habría que 
alquilar el Estadio Centenario'". Después ATES señala en este comunicado: "Tras varias entrevistas y 
gestiones ante el CES y el CODICEN, se nos comunicó oficialmente el 26 de junio próximo pasado que se 
harían 'designaciones directas' y que ya se habían elevado al CODICEN listas de personas propuestas para los 
cargos.- Ante nuestra solicitud de que se den a conocer los criterios con los cuales fueron seleccionadas 
dichas personas, el CODICEN responde que 'es un tema del CES'. El 7/7/03 solicitamos entrevista con 
carácter grave y urgente, para dialogar sobre dichos criterios; el CES no ha respondido". No sabemos si 
después se brindó una respuesta porque este tema data de cierto tiempo atrás. 


Más adelante, el sindicato de ATES expresa en su comunicado: "Más allá de que esté exceptuada de la 
prohibición de ingreso de personal que rige para la Administración Pública hasta 2015, ¿cuál es la 
disposición legal que habilita a la ANEP (en este caso al CES) a realizar designaciones directas, con nombre 
y apellido, sin ningún tipo de llamado a aspiraciones". Este tema nos lo planteó ATES. A su vez, cuando el 
sindicato concurrió a la Comisión nos expresó que lo que se había confeccionado eran algunas ternas. 
También se nos dijo que se había trabajado en base a un banco de datos, por lo que nosotros, más allá de la 
lectura de lo que menciona el sindicato, queremos expresar algunas opiniones personales. 


En primer lugar, deseamos resaltar que creemos importante que haya más cantidad de personal administrativo 
y de servicio a nivel de la ANEP porque es una necesidad. Creo que esto es muy importante y lo recalco 
porque sé que se están padeciendo muchas carencias. Más allá de esto, creo que es importante ver la forma en 
la cual se hace la selección. En ese sentido, tengo la misma preocupación que tiene el sindicato de ATES. Por 
lo tanto, me gustaría saber cuál es el mecanismo por el cual se van a llenar estos cargos, en caso de que así se 
proceda. La información que teníamos hasta el momento en que vino el sindicato de ATES era que se trataba 
de un intento de Secundaria para designar a determinadas personas. Por otro lado, si se constituyó un banco 
de datos, quisiera saber cómo se ha hecho y si se hizo un llamado público para crear estos cargos, no sé bajo 
qué denominación. Asimismo, en caso de que se hayan realizado ternas -leí una circular del CODICEN que 
habilitaría la formación de ternas-, quisiera saber quién las hizo, bajo qué criterios, qué tribunal actuó y 
cuáles fueron las bases para seleccionar a esas personas. 


A su vez, quisiera hacer una consulta con respecto a un aspecto jurídico. El sindicato de ATES expresa que no 
existe una normativa que habilite al CODICEN para crear estos cargos. Inclusive, tienen un fundamento de la 
asesora legal de ATES, la doctora Susana Falca. Allí se expresa que la Ley N* 16.127 no lo permite y que no 
habría otra normativa que permita realizar designaciones directas para los cargos administrativos y de 
servicio. 


Quisiéramos contar con la opinión del CODICEN en cuanto a este aspecto jurídico y saber en qué normativa 
se basa en caso de avalarse estas designaciones. Tampoco sabemos cuál es el trámite que ha dado el 
CODICEN a este pedido del Consejo de Educación Secundaria. 


SEÑOR BONILLA.- Algunas de las preguntas formuladas por el señor Diputado Arregui son de índole 
personal y otras están vinculadas al texto a que hizo lectura. Como el señor Diputado estaba leyendo 
no pude tomar todas las afirmaciones, pero vamos a empezar por el principio. 


No pude entender quién afirmaba que no existía una normativa por la cual el CODICEN pudiera crear los 
cargos. En este momento no tengo dicha normativa pero, seguramente, el señor Secretario General nos podrá 
decir cuál es la base por la cual generamos cargos docentes y no docentes todos los años -en particular de 
docentes- porque en la medida en que la matrícula crece año a año, en el mes de febrero sabemos que 
tenemos que crear, por ejemplo, doce cargos de maestros o más horas en Secundaria. Ese es un mecanismo 
regular. De todos modos, me gustaría dar el fundamento legal. 


SEÑOR SILVA.- Tal como dice el Director, a la ANEP la rigen las disposiciones constitucionales y la 
Ley de Educación N* 15.739. 


Con respecto al tema planteado por el señor Diputado Arregui, debemos tener en cuenta las disposiciones 
contenidas en el artículo 28 de la Ley de Rendición de Cuentas N* 17.556. Allí se establece que se requerirá 
la previa autorización del Poder Ejecutivo para la aplicación del artículo 4” de la Ley_N* 16.127, así como 
toda causal de excepción a la aplicación del artículo 1 de la citada ley. A su vez, en este artículo se consagran 
dos excepciones que refieren a la designación de funcionarios del escalafón F) y del escalafón C) para la 
ANEP. Se trata de disposiciones específicas de aplicación estricta en el ámbito de la ANEP. 


Por otra parte, quisiera precisar que para el caso del Consejo de Educación Secundaria, el CODICEN tiene 
dos posibilidades internas. Una es la creación de cargos, tal como mencionó el señor Diputado Arregui, y la 
otra es la existencia de cargos vacantes. En esta última no estaríamos ante una designación de cargos, sino 
que se cubrirían cargos que no están ocupados. 


SEÑOR ARREGUI.- El Acta N* 7, Resolución 21 del CODICEN dice créanse en el Consejo de 
Educación Secundaria cincuenta y tres cargos administrativos, y luego dice: créanse en el Consejo de 
Educación Secundaria ciento veinte cargos de escalafón F), auxiliar de servicios; por lo que se habla de 
creación de cargos, pero independientemente de si se trata de llenar cargos vacantes o no o de crearlos, 
cuando nosotros preguntamos cuál es la normativa que está amparando la designación directa nos 
referimos al tipo de designación y no a crear cargos, que es un mecanismo que no cuestionamos bajo 
ningún punto de vista. Simplemente queremos saber si ese artículo 28 de la Ley_N” 17.556 es el que 
permite la designación directa. 


SEÑOR BONILLA.- Yo tomé nota de una afirmación que no sé si es del señor Diputado o si la leyó y 
corresponde a una jurista que habría señalado que no habría normativa para crear los cargos. Estoy 
contestando que efectivamente hay normativa. Es más: en el caso de los cargos docentes, por ejemplo, 
esa es una necesidad regular de la ANEP. 


Por otra parte, el Consejo Directivo Central en los meses de marzo o abril -precisamente cuando se inicia el 
año lectivo y se producen estas creaciones de cargos- creó estos cargos porque somos conscientes de la 
necesidad que tienen algunos Desconcentrados, y en particular Secundaria, de contar con cargos 
administrativos y de auxiliares de servicio. 


En el proceso de designación de las personas que van a ocupar esos cargos todavía no hemos adelantado 
nada. Nosotros pedimos información a Secundaria y nos envió nóminas pero esas personas no reunían los 
requisitos solicitados por la ley en cuanto a nivel de formación, buena conducta, etcétera. Por lo tanto esa 
nómina fue devuelta a Secundaria y algunos nombres han vuelto nuevamente, pero hasta la fecha el 
CODICEN no ha tratado el tema ni ha elegido cuál va a ser el proceso de designación. En eso estamos y no 
hay decisión tomada. 


Se ha hecho referencia a una serie de aseveraciones -que no adjudico al señor Diputado Arregui porque la 
mayoría provienen de textos leídos por él- que me parece que, por lo menos, son aventuradas, ya que todavía 
no hemos dado un solo paso en la materia más que el de requerir que aquellos nombres que Secundaria elevó 
en su momento volviesen a esta para que por lo menos reuniesen los requisitos que la ley exige a fin de que 
sean eventualmente designados. El procedimiento de designación tenemos que discutirlo y veremos cuál será 
aunque, obviamente, estará dentro del marco legal en el que nos hemos movido siempre, como le consta a 
esta Comisión. 


SEÑOR ARREGUI.- Independientemente de la parte normativa -que estudiaremos en profundidad 
para saber si el organismo está habilitado jurídicamente a realizar una designación directa- ¿ustedes 
creen conveniente aplicar el mecanismo de la designación directa para el llenado de los cargos, con lo 
cual si no hay llamados públicos y mecanismos de selección objetiva, con reglas cristalinas e igualdad 
de oportunidades para la gente, se cometen injusticias con todos aquellos que tienen interés en acceder 
a ellos? Ahora estoy realizando una pregunta no relativa a lo jurídico sino referida a la otra parte, que 
a mi juicio es sustancial, y tiene que ver con el criterio que se ha de aplicar. Me quedó claro que el 
CODICEN todavía no ha hecho efectivo ningún nombramiento y que volvió hacia atrás para pedir 


determinados requisitos, pero quiero saber cuál va a ser la opinión del CODICEN llegado el momento 
y si es que va a requerir de sorteos, concursos o llamados públicos con selecciones objetivas, de forma 
tal que haya igualdad de oportunidades para todos los que quieran acceder a estos cargos. 


SEÑOR BONILLA.- Como adelantaba al señor Diputado, el CODICEN como tal no ha discutido el 
tema, por lo que no puede contestar su pregunta. Sin embargo, personalmente quiero contestarla. Yo 
creo que hay casos en los que debemos proceder a la designación directa; cuando tenemos un auxiliar 
de servicio trabajando hace treinta años en un liceo y pagado por la APAL, creo que debo hacer la 
designación directa. Pero esa es una posición personal que el CODICEN no ha discutido; quiero que 
quede claro en la versión taquigráfica que esa no es la posición oficial del CODICEN. 


SEÑOR ARREGUI.- Quiero decir que ese es un criterio que se sustenta en derechos adquiridos y fue el 
que de alguna manera se aplicó, aunque el mecanismo fue otro para las auxiliares de servicios de las 
escuelas; se usó un criterio que sustenta justicia. Pero queremos dejar sentado nuestra discrepancia en 
el caso de que se utilizara la designación directa para gente que esté fuera del sistema, es decir que no 
se encuentre trabajando bajo esas características, porque también otros tendrían derecho. 


SEÑORA RONDÁN.- También quiero dejar una constancia y es que por lo escuchado, lo que ha 
manifestado mi querido amigo, el Diputado Arregui, es por ahora una presunción y nada más. 


SEÑOR BONILLA.- No tengo más nada que agregar. 


SEÑORA TORNARÍA.- El Diputado Arregui hizo una pregunta y el Presidente del CODICEN dijo 
que efectivamente no hay toma de posición por parte del CODICEN, pero dio su postura personal, por 
lo que me veo obligada a decir mi posición y es que no estoy de acuerdo con las designaciones directas. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quisiera saber si el documento de la Asociación de Trabajadores de 
Secundaria que leyó el Diputado Arregui fue repartido entre los miembros de la Comisión, porque creo 
que convendría que tuviéramos una copia ya que habría algunas afirmaciones que -utilizando el 
término empleado por el Presidente, aunque yo elegiría otro- parecerían aventuradas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se hará un repartido para cada uno de los miembros de la Comisión. 


SEÑOR MIERES.- Otra de las razones por las que habíamos invitado al CODICEN era la de conocer 
concretamente las respuestas que desde el punto de vista administrativo se habían implementado o se 
están implementando con respecto a la situación de los docentes interinos. En esta Comisión existen 
dos proyectos de ley al respecto. Nosotros sabemos que dentro de la ANEP se lleva adelante un proceso 
para dar respuesta a esta situación y, obviamente, por muchas razones es preferible -si ese proceso 
realmente cumple con todos los criterios- que se den posibilidades y garantías a todos los docentes 
interinos para preservar su fuente de trabajo y, al mismo tiempo, que eso se corresponda con un nivel 
de calificación e idoneidad técnica; a la vez es conveniente que eso se haga por la vía administrativa, 
que es más rápida que la legislativa. Sin embargo, algunos de los elementos que han trascendido acerca 
de las características que tiene el llamado nos motivan a realizar esta pregunta para conocer de 
primera mano cómo se está encarado este tema, cuáles son los requisitos y las características de la 
convocatoria y cuáles serían los resultados finales esperados de parte de las autoridades educativas. En 
función de eso, intercambiaríamos opiniones o plantearíamos alguna observación o sugerencia si lo 
creyéramos conveniente y, eventualmente terminaríamos de evaluar si la solución encontrada por el 
CODICEN agota el tema y lo resuelve definitivamente o, por el contrario la vía legislativa continúa 
siendo una alternativa. 


Tenemos muy claro que la situación de los docentes interinos es delicada y de riesgo creciente cada año y que 
las posibilidades de que ocurran injusticias son grandes en la medida en que por un lado van egresando las 
personas que se formaron en los centros de formación docente, los CERP en particular en el interior del país 
y, por otro lado, está esta gente que hace muchos años que da clase. Ciertamente habrá de todo, pero en 
muchos casos es gente con idoneidad y con experiencia, por lo que nos preocupa no dejarlos a la intemperie. 
Esa es un poco la razón de que ANEP haya entendido necesario abrir la vía de los concursos. 


SEÑOR BONILLA.- Con respecto a este tema estamos entre gallos y medianoche. Por lo menos en una 
sesión de la Comisión ya intercambiamos ideas sobre el asunto, aunque no con el suficiente 
detenimiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Había instancias de corte administrativo que el CODICEN iba la empezar 
a transitar, lo que motivó que esta Comisión -que tiene en la agenda la definición de estos proyectos 
mencionados por el señor Diputado Mieres; y se lo decíamos al señor Diputado Silveira, que está 
interesado en el tema en forma prioritaria- los invitara nuevamente para saber qué pasó con las 
medidas adoptadas y qué aportes podemos hacer a esta situación. 


SEÑOR BOSCH.- Debido a que el señor Diputado Silveira, por motivos particulares, tuvo que viajar a 
su departamento, me encomendó hacerles llegar una serie de preguntas sobre el tema de los concursos 
y sobre el proyecto en el que tuvo iniciativa, así como los presentados por otros legisladores. Como 
dentro de unos minutos debo asistir a la Comisión de Presupuestos, dejo a la Mesa las preguntas para 
que reciban contestación directa o en forma escrita. 


SEÑOR BONILLA.- Concuerdo con las palabras de la señora Presidenta. Cuando decía que estamos 
entre gallos y medianoche era porque entendía que hemos tratado el tema pero no a fondo, por las 
circunstancias en que se plantearon los proyectos. No creo que haya habido omisión por parte de nadie, 
pero las cosas se dieron así, por lo que sería conveniente fijar ciertos puntos de partida claros. 


Hemos intercambiado opiniones con algunos Representantes que fueron especialmente al CODICEN, como 
por ejemplo los señores Diputados Silveira y Mieres. Quiere decir que se ha discutido mucho, pero quizá este 
sería el momento de hacer una exposición general para establecer nuestra posición y a partir de dónde vamos 
a arrancar. 


En primer lugar, el CODICEN conoce perfectamente el problema al cual se refería el señor Diputado Mieres, 
es decir, la existencia de una gran cantidad de docentes interinos que revistan en los cuadros de Enseñanza 
Secundaria y de Enseñanza Técnico Profesional. Entendemos que esa realidad implica, para muchos miles de 
docentes, la persistencia de una situación de precariedad laboral que no es justa ni deseable. Igualmente, 
entendemos que en el corto o en el mediano plazo el acceso a horas docentes por parte de estos interinos no 
está cuestionado o puesto en entredicho por el egreso de las nuevas generaciones de profesores titulados, con 
algunas marginales excepciones referidas a algunas materias y en algunos lugares del interior del país donde 
no es que no haya horas sino que es posible que algún docente interino haga muchos años que tiene horas en 
un liceo departamental y vea sus horas desplazadas a un liceo menos central o más nuevo. Pero no creemos 
que haya un problema de urgencia inmediata. De cualquier manera, el CODICEN advierte que a largo plazo 
hay un problema, porque los docentes titulados van a desplazar a los interinos del acceso a un gran número 
de horas en los dos subsistemas mencionados. 


También entendemos que una política de profesionalización de los docentes como la que nuestra educación 
pública debe llevar adelante pasa inexorablemente por dar prioridad a los docentes titulados y luego a los 
docentes efectivos, y eventualmente facilitar un proceso de efectivización de los interinos. El orden lógico de 
una política de profesionalización debe ser ese. Por ello, en materia de política del CODICEN, para encarar el 
conjunto de problemas nuestra primera medida fue poner en marcha un mecanismo lo más ágil posible - 
relativamente ágil porque esto a veces puede ser contradictorio con la calidad- a través de un programa de 
titulación semipresencial, porque hay gente que tiene 45 o 50 años, familia y un número alto de horas de 
clases y no podría asistir a un programa presencial. Ya tenemos funcionando de manera parcial la primera 
plataforma de educación a distancia del Uruguay, de la cual se pueden colgar simultáneamente ocho mil 
estudiantes. Actualmente están colgados dos cursos, y semanalmente se irán agregando nuevos. El año 
próximo va a estar disponible para todos aquellos docentes que quieran titularse en Matemática, que por 
razones obvias es nuestra primera prioridad dado que es la materia más carente de profesores titulados. 


Como esta política no alcanza, hemos procesado un concurso para Inspectores y estamos procesando otro 
para Directores y Subdirectores, así como un concurso para interinos del cual vamos a hablar en detalle, que 
hemos acelerado debido a la inquietud parlamentaria. Creemos que esta es la forma macro de abordar el 
problema de la profesionalización en la ANEP. 


El segundo comentario general es una muy breve reseña sobre algunos puntos muy esquemáticos de los 
proyectos presentados en la Cámara de Representantes y en el Senado, para que tengamos idea de algunas 
características que deben ser consideradas. En el proyecto presentado con la firma del señor Diputado Amen 
Vaghetti y un buen número de Representantes del Partido Colorado, al igual que en el proyecto presentado 
por el Senador Correa Freitas, advertimos que se intenta -por lo menos así lo parece- abordar exclusivamente 
la situación de los docentes del Consejo de Enseñanza Secundaria, y no se hace mención a los docentes del 
Consejo de Enseñanza Técnico Profesional. En cambio, en el presentado por el señor Diputado Silveira y una 
serie de Representantes, se considera también a los docentes de Enseñanza Técnico Profesional. 


En líneas generales, creemos que el problema tiene que ver con los docentes de ambos Consejos. Si bien el 
problema es mayor en Secundaria, no deja de serlo en el ámbito de la Enseñanza Técnico Profesional. 


La segunda reflexión que cabe hacer con respecto al proyecto del señor Diputado Silveira y del señor 
Senador Correa Freitas es que su lógica es establecer una escala de antigúedad en el ejercicio del interinato, 
con dos sistemas de franjas. Grosso modo, los más antiguos se efectivizarían por méritos. A quienes integran 
la franja intermedia se les plantea una instancia de actualización didáctica o se les da la posibilidad de ser 
evaluados positivamente para pasar a la franja superior. Por último, a los más jóvenes se les requerirá un 
concurso de oposición y, si no llenaron los requisitos anteriores, se les excluirá del sistema. 


Al criterio organizador en torno a la antigijedad se superpone el criterio de la calificación obtenida por los 
candidatos. La función de la calificación consiste en una variable de corrección del criterio que manejamos 
inicialmente, como es la antigiiedad. A igual categoría y antigijedad, la calificación determinaría que el 
profesor pasa al régimen previsto para una antigúedad menor, y se asocia menos antigúedad cruzada con 
menos calificación. 


En lo que hace a los requisitos necesarios para ingresar al sistema previstos por el proyecto de ley, creo que 
destaca claramente el del señor Diputado Amen Vaghetti, que requiere un mínimo de veinte años de trabajo y 
cierto puntaje de inspección. Los otros dos requieren cinco años de antigijedad, por lo que hay una fuerte 
diferencia. 


Una característica de los tres proyectos es que ninguno hace la diferenciación entre interinos egresados e 
interinos no egresados, lo cual no nos parece un problema menor. 


Vamos a dar ahora nuestra visión jurídica de la posibilidad de correr por la vía legislativa, como señalaba el 
señor Diputado Mieres. De acuerdo con el ordenamiento vigente en nuestro país, los Entes Autónomos 
actúan, para el cumplimiento de los fines que motivaron su creación, es decir en todo aquello que constituye 
su materia específica, según lo establecido por la Constitución o por la ley. En tal sentido, el Parlamento 
mantiene íntegra su competencia legislativa y puede legislar respecto a los Entes Autónomos de la misma 
forma que para la Administración Central, salvo las limitaciones establecidas en la propia Constitución. El 
Parlamento no puede dictar actos administrativos bajo la forma de ley en la materia propia de los Entes, lo 
que invadiría la competencia de sus autoridades ya que estaría vulnerando su naturaleza jurídica. 


En última instancia, se trata de distinguir claramente la frontera entre administración y legislación. En lo 
relativo a la aprobación de los estatutos de los funcionarios, y específicamente de los docentes, Sayagués 
sostiene que Entes de la enseñanza poseen un régimen especial para la formulación de dichos estatutos. 
Claramente el artículo 204 de la Constitución de la República da a los Consejos Directivos de los Entes de 
enseñanza atribuciones para establecer el estatuto "de conformidad con las bases contenidas en los 

artículos 58 a 61 y las reglas fundamentales que establezca la ley, respetando la especialización del Ente". De 
acuerdo con esta disposición la competencia para sancionar las normas que constituirán el estatuto del 
funcionario docente, administrativo, técnico, etcétera, compete a los Consejos Directivos de los Entes. Al 
dictar el estatuto de esos funcionarios, los Entes de la educación obviamente deben respetar las bases 
contenidas en los artículos 58 a 61 de la Constitución, pero son los Entes quienes las fijan. 


Voy a hacer algunas precisiones respecto a las potestades legislativas. En primer lugar, el Parlamento, 
obviamente puede dictar reglas fundamentales sin invadir lo que constituye la especialización propia del 
Ente. Esto quiere decir que la ley solo puede establecer reglas básicas, dejando lo demás, y especialmente lo 
de carácter técnico-docente, a criterio del Ente. En segundo término, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 64 de la Constitución, el Parlamento puede dictar ciertas normas aplicables a los funcionarios de 


dichos Entes mediante el recurso del quórum especial de dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara. 


Tal como sostiene el propio doctor Sayagués Laso, a lo largo de los años se ha producido un cierto 
desplazamiento de competencias hacia los Consejos de los Entes de enseñanza del país. En tal sentido, 
traemos a colación un ejemplo que encontramos, que es la Ley N* 12.376 de 31 de enero de 1957, que en sus 
artículos 52 a 54 estableció normas sobre efectividad de ciertos funcionarios docentes interinos del Consejo 
de Enseñanza Primaria y Normal, cosa que este Consejo impugnó por inconstitucionalidad. Esa impugnación 
fue acogida por la Suprema Corte de Justicia. Este ejemplo lo extrajimos del Tratado de Derecho 
Administrativo, página 178, Tomo II, de Sayagués Laso. 


Para citar otra fuente, Cassinelli Muñoz, al momento de estudiar la posibilidad de regular el ejercicio de las 
atribuciones de los Entes, expresa que aun en el caso de los Entes el legislador tiene límites especiales. Hay 
una limitación general a la potestad legislativa respecto a la reglamentación de las atribuciones de los Entes, 
que se puede resumir en las palabras: especialización del Ente. Este concepto está expresamente recibido por 
la Constitución de la República en el inciso segundo del artículo 204; artículo que está dentro del Capítulo II 
de la Sección XI de la Constitución, la que regula obviamente los Entes educativos. Esta autonomía que le 
está expresamente atribuida a los Entes Autónomos, en especial a los Entes de la educación, implica, al decir 
de Jiménez de Aréchaga, el reconocimiento de la competencia privativa del Ente Autónomo para fijar las 
reglas técnicas a las cuales debe ajustarse el funcionamiento del servicio especial que se le ha confiado. Por 
ello la consagración constitucional de la autonomía no solo constituye un límite para la Administración 
Central sino que a la vez limita los poderes jurídicos del Parlamento. 


En resumen, al momento de tratar la temática relativa a la aprobación de leyes que impliquen procedimientos 
o mecanismos de regularización de funcionarios docentes o no docentes de la ANEP, se debe tener 
especialmente en cuenta la especialización del Ente, consagrada como decíamos por el Constituyente en el 
artículo 204 y en el artículo 64 que establece las mayorías especiales en caso de que se quiera legislar en la 
materia. Por lo tanto, como sostiene el doctor Pérez Pérez, la aprobación de una ley está sujeta a los 
siguientes requisitos. Un requisito formal: en este caso debe necesitar los votos de los dos tercios del total de 
componentes de cada Cámara; el requisito sustancial común: todas las leyes que impongan reglas a los Entes 
Autónomos o Gobiernos Departamentales en materia estatutaria deben tener una naturaleza o una generalidad 
que justifique su aplicación al Ente, es decir, que sean generales y no específicas; el requisito sustancial 
especial para los Entes Autónomos de enseñanza: que se trate de reglas fundamentales, lo que es más 
restrictivo aun para la competencia del Poder Legislativo que la mera naturaleza que se aplica a los Entes 
Autónomos en general; otro requisito sustancial es que dichas reglas fundamentales respeten la 
especialización del Ente, y, por último, un requisito formal común a todas las leyes relativas a los servicios de 
Enseñanza Pública, que es que en el trámite de elaboración de estas leyes el Ente haya tenido oportunidad de 
ser oído con fines de asesoramiento. 


Desde el punto de vista jurídico nosotros percibimos que también está esta situación que debe ser tomada en 
cuenta. Por lo tanto, solo venimos a reafirmar un poco la comunidad de preocupaciones que tenemos con las 
que tiene esta Comisión y quienes han presentado los proyectos, como señalé al principio. La preferencia 
clara y nítida del CODICEN es elaborar una solución para el problema que transcurra por la vía de un 
concurso específico orientado a este grupo de profesores interinos. En eso, como bien decía la señora 
Presidenta, habíamos quedado la vez pasada. Desde la visita anterior y con las conversaciones que hemos 
tenido con los distintos legisladores, se ha avanzado notoriamente. Se han establecido las bases de un 
concurso de méritos y oposición, cuyo llamado ya se ha hecho, y hay una cantidad de trabajo importante 
realizado que me gustaría que informaran, hasta por justicia -porque ambos han trabajado de manera muy 
intensa-, tanto la Consejera Tornaría como el Consejero Corbo. Un poco sobre sus espaldas ha caído la tarea 
de organización del concurso, que es realmente grande y en algún sentido histórico en la educación nacional, 
y por ello les cedería el uso de la palabra. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quiero compartir la intervención del Licenciado Bonilla. 
Nosotros no compartimos el criterio basado en la antigúedad con que habían sido presentados estos 
dos proyectos, porque creemos en el objetivo de la profesionalización en un momento de desafío 
específico que tiene el país, con aumento de matrícula pero también con problemas concretos, sobre 
todo en la Enseñanza Secundaria, donde es un reto retener a los adolescentes. Por lo tanto, nos parece 
que el criterio debe ser buscar la mayor profesionalización de los docentes. Por ello también se había 


presentado por parte de las señoras Diputadas Garrido y Ponte una minuta de comunicación para 
recordar el hacer efectivo el cumplimiento de la Ley N” 15.924 con relación al tema de los concursos. 
Entendemos que esa es la vía para tratar de solucionar el aumento de matrícula y la necesidad de 
docentes efectivos. 


Mi pregunta tiene que ver con la reglamentación de este concurso que busca solucionar este problema. Me 
refiero a la forma en que se da la puntuación con relación, precisamente, a quienes tienen la titulación, ya sea 
del IPA, de los Institutos de Formación Docente o de los CERP -que han sido una inversión importante, 
justamente en profesionalización-, y a aquellos que no la tienen. Me parece que está mal equilibrado el 
puntaje en el momento de calibrar unas y otras calidades en ese objetivo que señalaba el licenciado Bonilla, 
que es el de la profesionalización de los docentes en la educación. 


SEÑOR MAHÍA.- Estoy totalmente de acuerdo con lo expresado por la compañera, señora Diputada 
Percovich, con respecto a lo que nosotros entendemos como vía de acceso a la efectivización en 
Secundaria, que es la histórica, es decir, la de los concursos. En ese sentido, celebramos que después de 
tantos años se pongan en marcha. 


Mi pregunta tiene que ver con lo siguiente. La puesta en marcha de los concursos lleva posteriormente, 
dentro de un tiempo, a la efectivización de los docentes. Por un lado, quisiera saber si eso tiene que ver con la 
afectación en algún sentido de los grados y, desde el punto de vista presupuestal, si tiene algún tipo de 
consecuencia en esta Administración. Es decir, si va a ser esta Administración la que tenga que afrontar con 
sus recursos algún tipo de gasto superior que signifique la efectivización a través de todos los concursos o si 
eso va a quedar para una futura Administración. Podría ser que la próxima Administración se hiciera cargo de 
ello con los recursos asignados por el Estado. Creo que en UTU está previsto algo similar, pero con 
características peculiares y distintas, de acuerdo con el sistema a que se refiere. 


SEÑOR CORBO.- Voy a hacer una introducción señalando que nosotros tenemos implicados en este 
llamado a concurso que se ha realizado por la Resolución N” 29, del Acta 59, del 2 de octubre de 2003, 
dos categorías de docentes. Una es la de los docentes egresados de los Institutos de Formación Docente 
que todavía tienen carácter interino, y la otra es la de los interinos que vienen ejerciendo la docencia 
pero que no son egresados de Institutos de Formación Docente. Obviamente, en torno a estas 
categorías hay en juego intereses legítimos seguramente de situaciones adquiridas que a veces se 
prolongan en el tiempo. 


Como ustedes saben, gobernar significa encontrar un camino equilibrado y justo en el juego, a veces, de 
intereses particulares o sectoriales y teniendo en cuenta fundamentalmente el interés del servicio que hay que 
administrar. Estos han sido los elementos que nosotros hemos procurado tomar en consideración a la hora de 
resolver este asunto. Por un lado, como se señaló, la importancia de la profesionalización docente; la 
importancia de apuntalar los procesos que permitan hacer un itinerario que nos coloque en el lugar en que 
Educación Primaria está desde hace tiempo, es decir, tener al frente de cada clase un docente con la titulación 
correspondiente para el ejercicio de la docencia. Para ello hemos incentivado y estimulado distintas formas 
de adquisición de una formación sistemática y del título correspondiente que la acredita. De manera que 
hemos considerado este aspecto. Pero también hemos tenido que ponderar esto con la realidad de que hay 
numerosos docentes que por diez, quince o veinte años han venido ejerciendo la docencia y gracias a ello -lo 
han hecho con idoneidad, con vocación, con responsabilidad- el sistema ha podido tener abiertas sus aulas, 
sus instituciones para impartir enseñanza. Allí hay, entonces, un derecho que se ha ido adquiriendo a través 
de esa dilatada trayectoria, por lo menos para poder postular a ganar por la vía de un concurso la efectividad; 
no para que le sea otorgada una efectividad directamente sino, como dice la ley, por la vía del concurso. 
Entonces, por un lado, está la profesionalización docente y, por otro, los derechos adquiridos durante tantos 
años de sostenimiento del sistema. También está en esta ponderación la necesidad de la defensa del instituto 
del concurso. Hay iniciativas legales, con distintas características pero todas tienen una categoría de 
efectivización sin un concurso efectivo, es decir, con una prueba de oposición ante un Tribunal donde se 
acredite tener la idoneidad correspondiente. 


Hemos procurado preservar la vía de la acción administrativa, de la potestad autónoma para resolver este 
asunto. Obviamente, la vía autónoma juega a los efectos de ponderar si es preferible la vía administrativa o la 
vía legal que evidentemente también juega para los ingredientes técnicos que ponderan las formas en que se 


va a admitir esa idoneidad o a restablecer esa idoneidad docente para la efectividad. Por lo tanto, también las 
ponderaciones de calificación y demás. Defendemos esa autonomía técnica "in totum", en todos sus aspectos. 


Frente a esas dos categorías docentes tenemos la Ley_N* 15.924 que establece que se debe proveer mediante 
concurso de mérito y oposición entre docentes provisionales o en su defecto mediante concurso de oposición 
libre los cargos de profesor de educación secundaria y técnico profesional en los casos en que existan horas o 
cargos vacantes luego de realizado el concurso para los egresados de los institutos de formación docente. Esta 
norma legal está vigente y establece, primero, una prioridad de los egresados y, luego, de que ellos han tenido 
la posibilidad de egresar, con las vacantes existentes se hace un llamado a concurso con los interinos no 
egresados. Es decir, se establece una alternancia -primero hay concurso de egresados y segundo un concurso 
de interinos- en esa disposición legal. 


El último concurso de interinos se realizó en el Consejo de Educación Secundaria en el año 1993 y el último 
concurso de egresados en el ámbito de Secundaria y en la UTU en 1999, De manera que en estos dos 
universos hay, por lo menos, tres generaciones de egresados que no han tenido la oportunidad de concursar y 
ganar la efectividad, y una década entera sin concurso entre interinos. 


Como el último concurso que se hizo fue de egresados, legalmente corresponde que el próximo sea entre 
interinos. 


Hemos procurado abrir el cauce para que en la condición de interinos -porque la tienen- también pudieran 
presentarse los egresados a los efectos de no postergarlos. 


En el Consejo de Educación Técnico Profesional hay casos de categorías docentes en las que no se realizó 
concurso entre egresados; entonces, se hizo un llamado para satisfacer esa condición previa en derecho, 
ciencias sociales y filosofías. Hemos llamado a ese concurso que tiene prioridad para esas categorías por el 
orden que la propia norma legal le otorga. 


Reitero, teníamos que llamar a concurso entre interinos y procuramos que no negara la posibilidad de 
presentarse a los egresados siempre y cuando tuvieran también la condición de interinos. 


En cuanto a la integración en el escalafón y a la circunstancia en el grado, el Consejo entiende que esa 
reglamentación hace muchísimos años que está funcionando, que ante el concurso y los intereses en juego de 
estas categorías docentes haríamos muy mal en alterar cualquier aspecto del régimen que se viene aplicando 
sin que nadie lo haya observado. No tiene que ver con el concurso sino con una operación sobre cómo se 
ingresa al escalafón, que es posterior a la efectivización. 


No era justo, no era imparcial, modificar las reglas de juego cuando ya estábamos llamando a concurso. El 
criterio del Consejo fue el siguiente: "Nosotros estamos llamando, es un concurso; con respecto a las otras 
reglas que rigen por el estatuto en el organismo, no hay modificación para que nadie pueda vislumbrar que en 
ese acto puede haber un intento de ser parcial favoreciendo a un universo u otro de docentes". El concurso no 
afecta ese aspecto. 


SEÑOR MAMHÍA.- Si entendí bien, en cuanto a la normativa vigente una vez culminado el concurso en 
el ordenamiento posterior se va a establecer que el egresado con título habilitante en Secundaria -IPA, 
CERP- queda por encima del que concursó aunque tenga quince años de docente. ¿Esto será así o 
serán intercalados? Pregunto porque no domino con profundidad los reglamentos que han sido 
mencionados y quisiera saber si entendí lo correcto. 


Reitero, en primer orden quedarían los egresados de los Centros de Formación Docente y, luego, ordenados 
los no egresados. Quizás, no conozco con profundidad el tema del concurso pero sería bueno que quedara 
claro, por lo menos para mi información. 


SEÑOR CORBO.- En ningún caso me referí al orden; simplemente, dije que hay reglamentación que 
está vigente y esa es la que se va a aplicar. 


En el caso del concurso, el ordenamiento lo da el resultado del concurso. Entonces, no se puede hacer 
categorías diciendo una categoría va primero y otra posterior a los efectos de los puntajes de efectividad. En 


cuanto al ingreso al escalafón, el escalafón tiene un reconocimiento de antigúedad en todos los subsistemas y 
no se puede negar porque significaría negar los años de trabajo y la carrera que los funcionarios han hecho. 


El concurso tiene sus resultados sobre la base de los méritos y oposición. No se podría decir: "Usted sacó 
mayor puntaje en el concurso, mostró mejor idoneidad, pero como no tiene título va a la cola". En el 
concurso los resultados son los del concurso en la ponderación que se establece entre oposición y mérito de 
ese concurso. No podemos prever cuál es el ordenamiento del concurso. Seguramente, va a haber de una y 
otra categoría gente que estará primera, segunda, tercera, de acuerdo a cómo le haya ido en el concurso, lo 
que es la característica y condición de todos los concursos. 


En este llamado ya se ha culminado la etapa de inscripción y se han inscripto 6.236 docentes, de los cuales 
5.470 son del Consejo de Educación Secundaria y 766 son del Consejo de Educación Técnico Profesional. 
También, tenemos las cifras abiertas por asignaturas. Las áreas o asignaturas que han sido convocadas al 
concurso son las generales. Las especialidades tecnológicas específicas no están comprendidas aquí porque 
estas bases no las regulaban adecuadamente y no se podía componer un mismo universo entre las asignaturas 
generales y las particularidades de las especialidades técnicas. En este caso, se ha encomendado al Consejo 
de Educación Técnico Profesional que nos presente bases específicas para hacer una convocatoria a concurso 
entre interinos para las asignaturas de las especialidades tecnológicas. Entonces, el universo de UTU está 
acotado porque están fuera todas las especialidades tecnológicas que van a ser reguladas por un llamado 
cuyas bases se están preparando en el Desconcentrado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Al estudiar el reglamento, me da la impresión de que quienes no son 
docentes tienen algunas ventajas con relación a quienes sí tienen la titulación. Por lo que pude 
interpretar, un solo informe de un inspector puede sustituir una capacitación, en proporción y en 
puntos, respecto a todos los años de acumulación que tiene alguien egresado de uno de los Institutos. 
Parecería que una clase fuera más contra los tres años de práctica que tienen quienes están estudiando. 
De pronto, estoy interpretando mal este reglamento, por eso me gustaría que la profesora Tornaría 
aclarase el punto. 


SEÑORA RONDÁN.- Es histórico en el reglamento que el escalafón se ordena de determinada 
manera; es decir, con los egresados que tienen su puntaje, su antigiedad y, después, los demás. 
Pregunto concretamente si con el concurso se va a alterar el orden. Supongamos que -por poner un 
ejemplo grueso-, un egresado en primer grado va a quedar por debajo de una persona que fue el 
número uno en el concurso pero no es egresado, porque esto sería cambiar un poco aquello a lo que 
estamos acostumbrados los docentes. 


Sin duda, cuando en la Comisión se voten los proyectos, yo voy a tener que votar alguno por disciplina 
partidaria, si mi bancada lo resuelve. Yo estoy hablando como docente, preguntando para saber; no hago una 
crítica a lo actuado. Necesito saber para dar respuesta a algunos compañeros que preguntan cómo es esto. 
Entonces, como nosotros tenemos una vieja tradición acerca de cómo estamos ordenados, quiero saber en 
concreto en qué lugar queda una persona que es de primer grado, egresada del CERP o del IPA, si hay otra 
persona, con muchos años de antigiiedad y salió número uno en el concurso, a quien no le resto sus 
capacidad, sus esfuerzos. 


SEÑORA TORNARÍA.- Voy a comenzar contestando estas dos inquietudes que están subyacentes en la 
preocupación de los señores Diputados, y lo voy a hacer dentro del marco de la reivindicación. 


Obviamente, el tema de los puntajes -esto tiene que ver con la preocupación de la señora Diputada Percovich- 
siempre es opinable. Por supuesto, el Consejo Directivo Central y los Consejos Desconcentrados hemos 
actuado dentro del marco de nuestra autonomía técnica y aplicando en la confección de los puntajes -reitero, 
en este caso o en otro, pueden resultar opinables- criterios técnicos. En ese sentido, voy a dejar un repartido 
que elaboró el Secretario General del CODICEN que contiene un resumen de las bases, con sus puntos más 
importantes. Esto quizás aclare las dudas que pueda generar un documento de este tipo, que siempre es 
engorroso, sobre todo para quienes no están técnicamente involucrados en él. El mayor de los puntajes -que 
se atribuye en la parte de méritos del concurso- está relacionado con el título docente, al cual se le otorgan 50 
puntos. A este puntaje solo pueden acceder los interinos titulados; ninguna de las otras personas que se 
presenten al concurso puede obtener estos 50 puntos, porque están especial y técnicamente colocados en el 


Reglamento y en las bases para los interinos egresados, que son un tipo de interinos de los que se presentan al 
concurso. Todos los demás ítemes a los que voy a hacer referencia -que tienen 20 puntos menos que el del 
título-, pueden ser obtenidos por cualquiera de las dos categorías de interinos que se presentan al concurso. 
Estos puntos pueden ser cosechados por los titulados interinos y por los interinos no egresados. Si 
estuviéramos hablando de una competencia para ver quién puede lograr mayor puntaje, yo diría que 
técnicamente -esto fue voluntario- este CODICEN trató de ser absolutamente coherente con lo que viene 
siendo la política de profesionalización y de premio a los profesionales. Si tenemos en cuenta lo que sucedió 
desde 1985 hasta la fecha, podremos observar que las cuatro administraciones no solo han venido 
sosteniendo este tema de los puntos en los distintos concursos para los profesionales egresados, sino también 
en otra cantidad de acciones a las que me voy a referir. 


A la formación general se le adjudica un máximo de 15 puntos, y los puede obtener un interino egresado o un 
interino no egresado. Este ítem está relacionado con cursos universitarios, de capacitación o, por ejemplo, el 
título de maestro y con otra cantidad de elementos que pueden sumar y no tienen que ver con el título 
específico. Estos 15 puntos los puede cosechar un egresado o una persona que no lo es. 


Por otro lado, a la aptitud docente se le adjudica hasta un máximo de 30 puntos. La señora Diputada 
Percovich hizo referencia a los informes de Inspección o de Dirección que pueden presentarse como méritos. 
En este aspecto también se utilizó un criterio técnico que no perjudicara a los más jóvenes, egresados o no. 
Además, no se permite presentar, por ejemplo, cincuenta informes; si mal no recuerdo, se permite presentar 
hasta tres informes, los cuales se van a promediar. Por tanto, estos 30 puntos también los puede cosechar un 
interino egresado o un interino no egresado. ¿Por qué? Porque se refiere a los puntajes de Dirección o de 
Inspección, que se deben tener, ya que tanto unos como otras categorías de candidatos al concurso deben 
haber tenido actuación. Los puntajes, obviamente, se pelearán, porque el promedio tiene que ver con el 
puntaje obtenido, tanto del informe de Dirección como del de Inspección. Esto, obviamente, dependerá de 
cómo haya sido la actuación práctica de unos u otros en los liceos o UTU en los cuales se desempeñaron. 


A la antigúedad docente se le adjudica hasta una máximo de 20 puntos. Obviamente, este ítem también corre 
para unos y para otros, ya que todos los que se presenten a este concurso -a quienes se les exige la categoría 
de interinos-, al haber tenido que desempeñarse en el sistema, tienen antigúedad; tendrán poca o mucha, eso 
dependerá de cuán larga haya sido su actuación. Entonces, en este ítem puntean unos y otros. Obviamente, 
los que tienen mayor antigiiedad en el sistema podrán cosechar como máximo -porque se topeó-, reitero, 
hasta 20 puntos. Por ejemplo, si yo me presento y no soy egresada -soy interina-, y hace 35 años que estoy 
trabajando en el sistema, no voy a poder acreditar 35 puntos, sino 20, que es el tope. En este ítem también se 
utilizó un criterio técnico para atender lo que todos ustedes han mencionado -creo que alguno de los señores 
Diputados habló de justicia-, que es el reconocimiento de la actuación sostenida dentro del sistema pero sin 
crear un desbalance, pegándole a la vejez o a la antigúedad; por eso se topeó en 20 puntos y cualquiera de las 
dos categorías puede acceder a ese puntaje. 


Por el ítem "otros méritos" se pueden obtener hasta 2 puntos y al "producción intelectual", hasta un máximo 
de 3 puntos. En este caso, unos y otros pueden cosechar puntos. 


Por tanto -si damos una mirada rápida, sin meterse directamente aquí-, desde el punto de vista del puntaje, yo 
diría que hay un solo puntaje -y es el más alto- al cual pueden llegar solo algunos de los candidatos al 
concurso, que son los egresados. Me refiero a los 50 puntos que mencioné anteriormente y que, además, son 
puros, ya que quien acredite tener un título, además de ser interino, tiene 50 puntos seguros, y solo ellos los 
pueden obtener. 


SEÑORA PERCOVICH.- Solo tengo una duda que, de pronto, amerita una mayor aclaración. Tengo la 
sensación de que el informe al que se le atribuyen 81 puntos, es el mejor recogido por la inspección, 
recogido en algún momento. Me parece que eso no tiene proporción con lo relativo a la formación 
docente. 


SEÑORA TORNARÍA.- Los puntos que le preocupaban a la señora Diputada Percovich son los acabo 
de mencionar. Me he referido a los puntajes y a sus categorías para contar los méritos dentro del 
concurso para ambos candidatos. También hay otros requisitos de puntajes, pero esos no tienen que 
ver con los elaborados por el Consejo Directivo Central para el Reglamento, que son los vinculados a la 
tabla estatutaria de calificación de los Directores y de los Inspectores, que va de 1 a 100. Nosotros 


estamos pidiendo -como se hacía en algunos proyectos de ley- que los habilitados para dar el concurso 
cuenten con 71 puntos. Para quienes no conocen el tema tengan una idea clara, quisiera decir que 
quien tiene menos de 50 puntos es retirado de las listas y no puede ejercer la docencia; está cuestionado 
severamente. Entre los 51 y 71 puntos -que refieren a lo que se denomina actividad calificada y los 
pueden otorgar los Inspectores- se encuentra la franja de los regulares y aceptables. A partir de 71 
puntos, por decirlo de alguna manera, empieza la calificación de Bueno -también hay matices de 
Bueno- y a partir de 85 -estamos estableciendo 81, pero luego voy a decir para qué- la de Muy Bueno. 
Eso tiene que ver con puntaje calificatorio, no con sumar puntos para el concurso. 


Entonces: se necesitan 71 puntos para entrar al concurso. Quienes no acrediten un informe de 71 no pueden 
concursar; tanto unos como otros. Sin embargo, estamos pidiendo 81 pero para otra cosa. El concurso tiene la 
parte de méritos, que es para todos, y dos pruebas. La escrita y de conocimiento es para algunos. ¿Para 
quienes? Para los interinos no egresados y dentro de ellos para los que no puedan acreditar un informe de por 
lo menos 81 puntos. A los interinos no egresados que acrediten un informe de 81 puntos -en la cercanía del 
Muy Bueno- en este concurso se les libera de la prueba de conocimiento; los demás tienen que hacer esa 
prueba escrita. A los egresados no se les exige prueba de conocimiento por lo que se señalaba en el sentido de 
que se supone que un egresado que estuvo cuatro años especializándose en una asignatura según un plan, o 
tres años según el otro, ya acreditó el conocimiento ante los Tribunales de sus respectivas asignaturas y 
especialidades; por eso no se lo estamos pidiendo. 


La otra prueba del concurso es la prueba práctica de clase. Si este fuera un concurso de egresados, por 
estatuto -por ley- ellos ni siquiera tendrían que dar una prueba de clase; según el estatuto el concurso de 
egresados es un concurso de papeles. Pero en este caso, como se están presentando en su categoría de 
egresados interinos, se les exige una clase práctica igual que a los demás. Obviamente, el puntaje para esta 
prueba es igual para unos y otros y, si no recuerdo mal, según los resultados de la clase se pueden sumar 
hasta 120 puntos. 


SEÑOR MAHÍA.- Siguiendo el razonamiento de la Consejera Tornaría los únicos que podrían -lo digo 
en condicional- superar a algún egresado de un Centro de Formación Docente serían los egresados que 
tengan uno o dos años de antigiiedad y no hayan tenido una visita de Inspección ni Dirección que les 
permita puntuar por encima de un no egresado; porque, de lo contrario, por la explicación recibida, es 
muy difícil que alguien que no sea egresado pueda superar a otro egresado, en función de que uno 
entiende que a partir de tres o cuatro años de actuación un docente -no en todas las asignaturas pero sí 
en algunas- tiene más de una inspección y generalmente un informe de Dirección cada año. Es decir 
que solo esa sería la franja factible, si es que es posible. Esa es mi pregunta. 


SEÑOR ARREGUI.- Seguí atentamente el desarrollo de la exposición y hay dos aspectos sobre los que 
quiero preguntar para saber si me quedaron claros. Un aspecto es que los titulados solamente tendrían 
que dar la prueba práctica. 


SEÑORA TORNARÍA.- Exactamente. 


SEÑOR ARREGUI.- No me quedó claro quiénes deben dar la otra parte, si los de más de 81 puntos no 
tienen que hacer prueba de conocimiento; acá nos estamos refiriendo a los no titulados con 81 de 
Inspección. 


SEÑORA TORNARÍA.- Entendió bien. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Para nosotros todo eso ha sido bastante enriquecedor; creo que viene de una 
tradición de muchos años, pero mi curiosidad viene por otro lado. Considero que lo de los puntajes está 
muy bien, pero ¿quién evalúa eso? ¿Quién supervisa a los que evalúan? ¿Qué garantías hay de los que 
luego tienen que calificar? Tradicionalmente me preocupa más esta parte, que es más delicada, que las 
aptitudes de los postulantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La última pregunta formulada por el señor Diputado Bergstein es similar a 
alguna de las que dejó planteadas el Diputado Silveira. El pregunta, por ejemplo, cuántas inspecciones 


se han hecho en los últimos años en el interior y en Montevideo y qué porcentaje sobre el total de 
docentes. ¿Cuántos profesores efectivos tienen puntajes de 81 o más en las inspecciones, si en realidad 
hace tanto tiempo que estas no se realizan? ¿Cuántos años hace que no se realizan concursos para 
efectivizaciones? Dado que hay profesores que llevan más de veinte años dando clase, si su idoneidad 
no es satisfactoria, ¿por qué continúan? 


SEÑORA TORNARÍA.- Articularía la respuesta a la pregunta del señor Diputado Mahía con algunas 
de las planteadas por el Diputado Silveira y la que formulaba el Diputado Bergstein. 


Dejemos la casuística en manos de los Tribunales de concurso. Realmente no estaría siendo correcta si 
pretendiera contestar seriamente la pregunta del Diputado Mahía, porque es un problema de estadística y de 
probabilidad. Creo que con el encare que hice en mi exposición anterior es obvio que si uno lleva a un 
concurso, en la parte de méritos, por lo menos cincuenta puntos en ciento veinte, me da la sensación -lo digo 
como ex integrante de Tribunales- de que tiene ciertas posibilidades de cosechar buenos lugares en lo que 
tiene que ver con méritos. En cuanto a que un interino pudiera, en algún caso, superar a un titulado en la parte 
de méritos, no sé qué decir; creo que probabilíisticamente tiene que existir la posibilidad. 


SEÑOR MAHÍA.- No me refería a lo obvio porque la exposición de la Consejera Tornaría fue muy 
clara. Exclusivamente pensaba en la expectativa de los que tienen muy poco tiempo de egresados y, 
evidentemente, piensan este tipo de cosas. Por la fundamentación que se hizo recién, a uno le queda 
claro que la gran mayoría de los casos van a tener el ordenamiento que tradicionalmente han tenido en 
los concursos en la educación media, pero tenía que plantear esa duda porque son preguntas que a uno 
le llegan frente a este tipo de situaciones. 


SEÑORA TORNARÍA.- Quise ser muy clara no porque el Diputado Mahía -que además es profesor- 
no conozca el tema, sino porque esto queda en una versión taquigráfica y sé que el asunto despierta 
interrogantes; muchas de las inquietudes que se nos están planteando las recibimos nosotros por 
teléfono. Lo único que quiero reafirmar -como lo ha hecho el Consejero Corbo- es que por decisión del 
CODICEN a nosotros dos nos ha tocado desempeñarnos como asesores de criterios para la Comisión 
que trabajó con este reglamento. Y a través de la versión taquigráfica quiero dar la mayor tranquilidad 
a quien la lea en cuanto a que, primero, existió una preocupación política importante -no político 
partidaria- que tenía que ver con la respuesta a la presentación de proyectos de ley; se acaba de 
fundamentar -con todo el respeto hacia los señores legisladores- por qué ese camino nos disgustaba 
como organismo autónomo. Entonces, hubo un criterio político en ese sentido y luego hubo un criterio 
técnico. Dadas las circunstancias, dio mucho trabajo preparar este concurso. Permanentemente 
estuvieron jugando esas dos cuestiones para no desbalancear un concurso en el que se iban a presentar 
dos categorías voluntariamente, porque también quiero aclarar -como lo he dicho a mis ex alumnos del 
Instituto de Profesores Artigas o de los CERP- que su presentación a este concurso es voluntaria; si 
ellos quieren pueden esperar a un concurso exclusivo para egresados. Hay cosas que pueden ser 
opinables. 


Quiero agregar que con autorización del CODICEN, tanto el Consejero Corbo como quien habla estuvimos 
permanentemente intercambiando opiniones con la Federación Nacional de Profesores, quienes nos dejaron 
un documento con una propuesta de concurso. Esto también es opinable, pero si no todas, la mayoría de las 
preocupaciones que plantean están contempladas en estas bases. Y fue la única propuesta que recibimos. 
Además, esto fue permanentemente chequeado por el Consejero Corbo y por mí, con directivos de 
FENAPES. 


SEÑOR ARREGUI.- Sumados todos los puntajes se obtienen 120 puntos de méritos. Luego hay una 
prueba de conocimientos y otra práctica, eliminatorias ambas, o sea que no se puede seguir en carrera 
si no se salvan. ¿Cuál es el puntaje total entre la prueba de conocimientos y la prueba práctica? 


SEÑORA TORNARÍA.- Según el Reglamento, el puntaje llega a 120. Quienes aprueben ambas 
pruebas se les promedia y se parte del patrón 120. 


Con respecto a la preocupación por el ordenamiento, manifestada por la señora Diputada Rondán, quiero 
señalar que ni este ni otro concurso dan la efectividad. El concurso aprobado da el derecho a la efectividad. 
Por lo tanto, la lista del puntaje, para garantía de los concursantes, tiene que ser pura, para poder obtener el 
derecho que da el concurso a la efectividad en el momento que corresponda. Esto tiene que ver pura y 
exclusivamente con el puntaje del concurso. Allí todos son iguales. No importa la condición en la que se 
ingresó al concurso. El puntaje es lo que ordena. Estará primero quien haya sacado el mayor puntaje, y 
último el que haya obtenido menor puntaje. Obviamente, quienes hayan perdido no tendrán posibilidad de 
adquirir la efectividad. 


Tengo una pequeña diferencia con lo expresado por la señora Diputada Rondán en cuanto al ordenamiento de 
los docentes en el escalafón. No estamos primero los del IPA o los del CERP, y después quienes no tienen 
título. Los efectivos estamos ordenados por puntaje. Por reglamento, no estamos primero los que tenemos 
título y después los que no lo tienen. Estamos entreverados. Todos los efectivos estamos ordenados en el 
escalafón según nuestro puntaje. 


SEÑORA RONDÁN.- Yo estaba equivocada. 


SEÑORA TORNARÍA.- En el reglamento de elección de horas tampoco están primero los egresados 
sino los efectivos. Después están los egresados. Si los egresados son efectivos están entreverados con los 
efectivos no egresados. Esto es complicado, pero es así. 


SEÑOR MAHÍA.- Quisiera saber si, de darse una efectivización, esto supone en el plazo próximo algún 
tipo de erogación para el organismo, y si va a ser durante el período de estas autoridades del 
CODICEN o va a quedar para la próxima Administración. 


SEÑORA TORNARÍA.- El calendario ya arrancó, porque ya se hizo el llamado. El Consejero Corbo 
ya dijo cuál había sido el número de candidatos. Las inscripciones se tomaron por personal del 
CODICEN, de Secundaria y de UTU, en forma coordinada con el Secretario General, el Consejero 
Corbo y quien habla como asesores. Ahora se están reprocesando las inscripciones para determinar 
quiénes no cumplen con todos los requisitos. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quienes evalúan, ¿conforman un organismo colegiado? ¿Tienen pautas de 
evaluación? ¿Alguien los supervisa? 


SEÑORA TORNARÍA.- En esta primera fecha se está desarrollando el llamado a inscripciones y la 
limpieza de las inscripciones. Es poco probable, dado el elevado número de inscriptos, que se pueda 
comenzar en diciembre con el estudio de los méritos. Quizá se pueda utilizar febrero para eso y, 
paralelamente, fijar la fecha de la prueba escrita de conocimiento para aquellos que tengan que 
rendirla. Esto no ofrece dificultad, ya que la parte de méritos no es eliminatoria. Acordamos con los 
Consejos de Secundaria y de UTU que las pruebas prácticas, de clase, comiencen a partir de abril, 
para dar tiempo a la matrícula, a los nombramientos, etcétera. 


SEÑOR ARREGUL.- ¿Cuándo serían las pruebas teóricas? 
SEÑORA TORNARÍA.- En febrero se fijarían y, si es posible, también se realizarían ese mes. 


SEÑOR BONILLA.- Es necesario que las clases hayan comenzado para hacer la prueba práctica. 


SEÑORA TORNARÍA.- Seguramente la finalización del concurso será en agosto o setiembre de 2004. 
La prueba práctica la harán alrededor de 5.000 aspirantes a docentes con derecho a la efectividad, por 
lo que el proceso de ingeniería deberá ser considerable para no afectar el desarrollo de las clases. 


Desde el punto de vista de la ejecución del derecho a la efectividad, es decir la elección de horas, el impacto 
económico tendrá lugar en el año 2005. Me recordaba el Director Nacional que ese es el impacto que habrá 
desde el punto de vista de los salarios de quienes hayan adquirido el derecho a la efectividad y puedan tomar 
horas. Pero el impacto de este concurso sobre la Administración Nacional de Educación Pública se está 


desarrollando desde 2003, porque toda esta operativa que estamos resumiendo tiene sus costos. Me refiero, 
por ejemplo, al procedimiento de inscripción, el procedimiento de tribunales, el procedimiento de elaboración 
de pruebas, el procedimiento de ejecutores de las pruebas, etcétera. 


Ahora voy a hacer referencia al tema que le preocupaba al señor Diputado Bergstein, que es el de los 
tribunales. En el propio Reglamento se establece que todos los tribunales estén integrados, los de méritos y 
los otros, por tres miembros -como es costumbre-, un Presidente y dos vocales designados por el Consejo 
Directivo Central entre nombres propuestos por los organismos desconcentrados: Consejo de Educación 
Secundaria y Consejo de Educación Técnico Profesional. A estos tres miembros se suma un delegado 
observador, con voz y sin voto, electo por los concursantes. El Consejo designará, además, suplentes en 
régimen preferencial para ser convocados en caso de necesidad. Los integrantes del Tribunal -también como 
se hace siempre- deberán ser docentes titulados que ostenten por lo menos el tercer grado del escalafón 
docente; pueden ser docentes titulados en actividad o jubilados. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En caso de querer impugnar la calificación, ¿existe algún mecanismo especial 
o se hace por la vía de un recurso administrativo? 


SEÑORA TORNARÍA.- Dentro de los diez días de publicada la lista de los nombres para los tribunales 
y por razones especificadas en el propio estatuto docente, los candidatos a concursar pueden impugnar 
todos o algunos de ellos. Las razones son las de costumbre: dependencia directa, lazos familiares hasta 
determinado grado, enemistad comprobada o manifiesta, calidad de deudor de la persona, etcétera. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Esas son las causas de impugnación de las personas designadas para el 
tribunal, pero también puede haber una impugnación del fallo. 


SEÑORA TORNARÍA.- Los fallos de los tribunales de concurso, desde el punto de vista técnico, no son 
impugnables. Para los estudiantes es lo mismo. Sí puede haber impugnación de un fallo en base a vicios 
de forma, como ser que no estén presentes los tres miembros designados, que hayan designado a otro, 
que no se hayan respetado los tiempos de la prueba, etcétera. 


SEÑOR MAHÍA.- En el caso de los cursos de Inspectores, ¿cómo estaban integrados los tribunales? 
Hoy me llegó una nota que consultaba acerca de la integración de los tribunales, en el sentido de si 
estaban integrados por personas del sistema, si eran docentes, ex docentes o profesionales de otras 
áreas. ¿Las personas fueron siempre las mismas? ¿Los nombres se publicaron siempre antes de dar a 
conocer los fallos? Obviamente, los que protestan siempre son los que pierden. Para evitar vicios de 
forma en las recusaciones quisiera saber si fueron previstos todos estos pasos en los cursos para 
Inspectores. 


SEÑOR BONILLA.- La aparición de recusaciones o de protestas siempre está vinculada a los 
perdedores. Los tribunales que se designaron para evaluar los resultados del curso de preparación al 
concurso de Inspectores fueron integrados en un porcentaje muy alto por personas del sistema. Hubo 
algunas personas exteriores al sistema pero de reconocida idoneidad en la materia. Inclusive, creo que 
hay una profesora argentina de reconocido desarrollo profesional. 


Nosotros también recibimos unas cuantas cartas de ese tipo así como llamadas telefónicas, pero el sistema 
tiene en su haber una cierta tradición, más allá de que a veces ella está acompañada por alguna pesadez 
administrativa. Estas cosas se hacen con regularidad, por lo que quisiera tranquilizar al señor Diputado Mahía 
en el sentido de que en este curso los resultados se evaluaron con la razonable objetividad con que siempre se 
trabaja. Puede haber habido en algún caso algún apartamiento, especialmente cuando estamos hablando de 
números tan grandes. Y este concurso en especial será todavía más grande. En grandes líneas, creo que 
podemos estar tranquilos. 


SEÑORA TORNARÍA.- Antes de redondear mi exposición contestaré dos de las preguntas formuladas 
por la señora Presidenta. 


Normalmente, un docente tiene derecho a recibir la visita de un Inspector en forma anual. Esto en algunos 
casos se cumple, en algunas asignaturas se cumple, y en otras no. Una de las razones por las cuales estamos 
en una política de cursos previos a concursos para Inspectores, fundamentalmente en el ámbito de Secundaria 
es porque debido a jubilaciones y demás el aparato de Inspección se encuentra un poco desmantelado. De 
todas maneras, es obligación que todo docente que trabaja tenga un informe anual de Dirección. Las bases de 
este concurso establecen -esto para que vean cómo trabajamos previendo todo-, para aquellos que pudieran 
no tener el informe de Inspección, que pueden presentar un informe de Dirección, que sí deben tener. No hay 
duda que todos los establecimientos tienen un Director o un encargado de Dirección y, por lo tanto, todos los 
docentes deben tener el informe anual de actuación, que sirve para el concurso. Tiene que tener un poco más 
de puntaje para que sea equivalente al informe de Inspección, pero está previsto. 


El Consejero Corbo hacía referencia a nuestra preocupación y a la política del CODICEN en cuanto a la 
profesionalización docente. Durante mucho tiempo pudo haber resultado un discurso abstracto decir que 
queríamos que la educación media tuviera el mismo privilegio y estatuto que alcanzó con el tiempo la 
educación primaria y que para entrar a un aula a ejercer la docencia se exigiera por ley y por reglamento un 
título de formación docente. Sin embargo, desde 1949 sólo tenían la posibilidad de acceder a eso en 
condiciones de equidad los montevideanos y las personas de los alrededores. Había un Instituto de Profesores 
situado pura y exclusivamente en la ciudad de Montevideo, que tomaba gente del interior pero a costo propio. 
Hace más de veinte años una Administración decidió abrir el juego y se creó la posibilidad de cursar y 
titularse para docente de educación media en los Institutos de Formación Docente del interior del país, 
aunque no en condiciones de equidad porque debían venir a Montevideo a dar las asignaturas especiales en 
condición de libre. Esto permitió a un conjunto de gente titularse aunque no en tiempo y forma; una carrera 
promedialmente de cuatro duró once, y fueron muy pocos los titulados que egresaron por este sistema. Pero 
fue una oportunidad, fundamentalmente, para la gente del interior. 


Desde el año 1996 hay seis Centros Regionales de Profesores ubicados en el interior del país; al principio 
eran dos. Por lo tanto, aumentaron las posibilidades de titularse para los jóvenes. Pero desde el año 2001 hay 
dos posibilidades más. A una de ellas hizo referencia el Director Nacional; esa es la que tiene que ver con 
matemáticas. La otra oportunidad es para la gente en servicio dentro de determinadas edades. 


Hoy es coherente el discurso de las autoridades de la educación con sus acciones para permitir, por distintos 
caminos, que la persona que quiera ejercer su profesión con un título pueda hacerlo a través de diversas 
modalidades y planes que tratan de alcanzar distintas poblaciones objetivas. Es decir: más jóvenes, el 
programa a distancia de educación inicial; menos jóvenes, el programa a distancia para los que ya están en el 
servicio entre treinta y cincuenta años; regional y con becas a través de los CERP y del Instituto de 
Profesores Artigas en Montevideo. 


Se ha abierto un abanico de posibilidades de titulación de manera que hoy casi nadie queda excluido de la 
posibilidad de acceder a un título. Digo esto porque si bien todos somos partidarios de los concursos - 
tengamos en cuenta que los titulados también concursamos-, los concursos como este, en algún momento, 
quizás, no sean necesarios, como no lo son en Primaria. Eso me parecer que es algo que titulados y no 
titulados, legisladores y autoridades del CODICEN, deberíamos aplaudir. 


Hemos hablado bien y en coincidencia de los derechos de la gente, sin formación específica, que hasta ahora 
ha ido ayudando al sistema educativo estando al frente de las aulas. También hablamos de los derechos 
emergentes y de la Justicia; hemos hablado acerca de que ciertas políticas no deben ir remando hacia otro 
lado de las políticas que, con mucho esfuerzo, este CODICEN y otros han hecho -lo que ha implicado 
cuantiosos recursos de la ciudadanía uruguaya- para generar posibilidades de profesionalización. 


Quiero hablar del otro lado, que no son los profesores, sino los chiquilines. Varela dijo -hace algún tiempo-: 
"La educación es una verdadera ciencia, en cuyo campo solo puede uno agitarse con provecho después de 
realizar detenidos y meditados estudios". Esto tiene una vigencia muy fuerte, hoy, en el siglo XXI, aunque 
fue dicho en los siglos XIX y XX por Varela y otros. Tiene que ver con la otra cara del proceso de 
aprendizaje: unos somos los docentes y otros los chiquilines. Tenemos el orgullo de decir que hemos 
universalizado la Primaria y la Secundaria o la Educación Media, segundo ciclo, en el acceso, pero en la 
Educación Media no logramos la universalización del egreso. Una de las razones, no la única pero quizás la 
más fuerte, entre quienes acordamos con Varela que no es lo mismo que la clase este a cargo de un 
profesional -como en otros casos de las áreas de conocimiento, que aún con amor, como lo decía a los 


Diputados que nos visitaron en el CODICEN, puedan estar a cargo de gente que no es profesional-, por las 
que no hemos podido universalizar los egresos tiene que ver con el provecho del cual hablaba José Pedro 
Varela, con la profesionalidad y el saber enseñar para que el tema de la calidad de la educación no se vuelva 
un discurso abstracto, sino que tenga sus raíces en un cuerpo profesional que nos pueda llevar, como en 
Primaria, a una universalización y democratización de los ingresos y también de los egresos. Esto tiene 
bastante que ver, en mi opinión, con tener un cuerpo profesional no efectivo solamente; esto tiene que ver 
con el aspecto laboral, efectivo, pero profesional; efectivo, pero titulado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MAHÍA.- Comparto totalmente las palabras señaladas por la Consejera Tornaría. 


Y para ser absolutamente sincero quiero dejar sentada una preocupación que afecta, sobre todo, a los 
egresados del IPA y tiene que ver con la escolaridad y el rendimiento de unos y de otros -sé que es un tema 
muy opinable- en cuanto a los promedios de notas y calificaciones entre egresados de los CERP y del IPA; 
ambos son profesores con título de Educación Secundaria 


Comparto el objetivo que se plantea; ojalá en el futuro tengamos egresados en todas las asignaturas de la 
Educación Media y, en la medida de lo posible, de la Educación Técnica. 


Se ha planteado un problema, quizás, por las características de los contenidos pedagógicos de uno y de otro, 
por las no coincidencias, por las características de los docentes, etcétera. A nosotros se nos ha comentado, en 
algunos casos con insistencia, el temor de un futuro ordenamiento a través del cual quienes tengan una 
escolaridad superior en notas, terminen siendo descompensados en sus aspiraciones en la comparación IPA- 
CERP); no sé si con respecto a la evaluación, a la escolaridad, a los contenidos pedagógicos y de otra índole 
que se dan en uno y en otro. Esta problemática ha sido planteada fundamentalmente por los egresados del 
IPA. 


SEÑOR MIERES.- Uno de los asuntos que llegó a mi conocimiento cuando surgió el llamado a 
concurso era el hecho de que en muchos casos del interior del país había problemas en cuanto a la 
periodicidad de la Inspección. Por lo tanto, es buena la aclaración que se ha hecho acá en el sentido de 
que en los casos en que no hubiera puntaje de inspección se tendrá en cuenta el puntaje de dirección. 
La precisión que pediría a la Consejera Tornaría es la siguiente. Ella señaló que en el caso del puntaje 
de dirección la exigencia era mayor. Eso es comprensible, más allá de que el profesor no tiene la culpa 
de la ausencia de la inspección. En realidad, está sufriendo un costo -por lo menos en su calificación 
para el concurso- en función de la ausencia de una inspección que no depende de él, que es un 
problema administrativo. Concretamente, quiero saber cuál es el grado de diferenciación en el puntaje. 


SEÑORA TORNARÍA.- Diez puntos. 


SEÑOR BONILLA.- Creo que los Consejeros han dado una visión completa. De todos modos, antes de 
terminar la intervención del CODICEN, quisiera referirme a una pregunta que figura en la nota del 
señor Diputado Silveira -que está en manos de la Presidencia- y que refiere a cuántos concursos se han 
efectuado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La pregunta concreta es: ¿cuántos años hace que no se realizan concursos 
de efectivización? 


SEÑOR BONILLA.- Reenganchando con lo que venía diciendo la Consejera, creo que la autoridad 
educativa, desde 1985 a la fecha, manifiesta una consistencia bastante clara en lo que hace a la 
búsqueda de la profesionalización docente. 


Tengo aquí la lista de las materias por las que se ha llamado a concurso, que está dividida en egresados e 
interinos. Con la excepción de contabilidad y geología, que son materias muy marginales y por las que no se 
ha llamado a concurso y no hay egresados, en Astronomía, Biología, Dibujo, Educación Musical, Derecho, 
Filosofía, Física, Geografía, Historia, Idioma Español, Inglés, Italiano, Literatura, Matemática, Química y 
Francés se han hecho concursos por lo menos en 1988, 1989, 1992, 1997 y 1999. En 1999 no se realizó 


concurso en Astronomía, y en Francés, porque esta materia se discontinuó. Por tanto, en todas estas materias 
se han realizado cuatro o cinco concursos entre 1988 y 1999. Por lo tanto, hubo una consistencia en la 
política de concursos, que debe ser resaltada. Además, lo hago con total tranquilidad porque no tiene que ver 
con nosotros, ya que estos concursos se llevaron a cabo durante administraciones anteriores. 


Por otro lado, en los concursos de los interinos quizás haya habido una demora, puesto que todos los 
concursos se realizaron en 1992; por tanto, hace diez años que no se realizan concursos para interinos. De 
todos modos, me parece que en cuanto a la efectivización de los egresados ha habido una política bastante 
consistente. Obviamente, me estoy refiriendo solo a Secundaria porque no tengo datos relativos a Educación 
Técnico Profesional porque no preví que se me formulara esta pregunta. 


Esta política de profesionalización, que creemos que es el marco en el que hay que tratar el tema del acceso a 
la efectivización por parte de los interinos, hace a la esencia de cómo se va desarrollando la educación en el 
Uruguay. 


La señora Consejera decía -no la oí muy bien- que, obviamente, tenemos una universalización del acceso y 
del egreso a Primaria. En ese sentido, anoche estuve haciendo cálculos con una serie de datos que me 
llegaron en la tarde de ayer, y advertí que el 74% de los niños que se encuentran en el tramo de edad de 
ingreso a la enseñanza media ya está accediendo al Plan 96. Si a eso le agregamos lo que queda del Plan 86 y 
el tramo de edad que por el rezago está en Primaria, en los hechos ya tenemos universalizado el ingreso a la 
enseñanza media de manera mucho más sólida que hace dos o tres años. Lo que no tenemos universalizado es 
el egreso, pero todos los chicos que tienen edad para ingresar a la enseñanza media están escolarizados. Me 
parece que eso es muy importante. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Es el único país de América Latina. 
SEÑOR BONILLA.- Es posible; habría que compararlo con alguna cifra de Chile o de Costa Rica. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En Chile no está universalizado. 


SEÑOR BONILLA.- Por otro lado, me gustaría referirme a un tema que mencionó el señor Diputado 
Mahía, que no sé si tenía el formato de reivindicaciones, comentarios o críticas. El señor Diputado se 
refirió a la escolaridad o a la forma en que egresaban los estudiantes del CERP, los del IPA y a cómo 
eran evaluados. Creo que lo mismo se podría decir con respecto a los IFD, pero ahí entraríamos en una 
especie de disputa cualitativa; además, habría que garantizarlo en todos los casos. Esta discusión 
podría ir todavía más lejos porque podríamos analizar qué valen los títulos de la Universidad para dar 
clases o los de los normales extranjeros. Por tanto, para garantizar un principio de razonable 
equivalencia, no cabe darle paso a dudas sobre las diferencias relativas, ya que, naturalmente, los 
profesores pueden tener diferentes vías de formación. Además, Uruguay está al borde de reconocer 
títulos de Brasil o Paraguay. Entonces, me parece que la pregunta sobre si el IFD de Soriano tiene 
mejores títulos que el de San José no corresponde. 


SEÑOR MAHÍA.- Voy a poner un ejemplo concreto para entendernos mejor. Los estudiantes del IPA 
tienen cuatro años de formación, una determinada cantidad de años de didáctica y de prácticas en 
clase. En cambio, con los estudiantes de los CERP -no lo califico de peor o mejor- se procede de una 
forma distinta. Cuando los integrantes de esta Comisión los visitamos, uno de los reclamos que nos 
hicieron fue que tenían necesidad de una mayor formación en pedagogía y en prácticas de clases 
didácticas. Creo que casi la totalidad de los Diputados que estamos hoy presentes escuchamos esos 
planteos de los estudiantes del departamento de Salto; en Rivera pasaba exactamente lo mismo. 


Entonces, en mi opinión personal y si quieren -entre comillas- "técnica", diría que la matriz del problema está 
-en algunos casos- en la excesiva diversidad de contenidos curriculares, cuando podrían ser mucho más 
parecidos o similares, lo cual permitiría una mayor interlocución entre uno y otro. El hecho de que no sea así 
genera -también entre comillas- "rispideces" entre un egresado del IPA que dice: "Yo, en tal asignatura, que 
tengo tales docentes de tales características, egreso con determinados niveles de calificación" y otro del 
CERP que con carreras similares, con igual destino y egreso, tenga una calificación menor. Los argumentos 


pueden ser válidos y mucho más discutibles -esto es los docentes que están al frente, la forma de evaluación-, 
pero válidos de discutir por los involucrados. A eso es a lo que me refería. 


Por tanto, en lo personal, tendería a buscar un sistema de mayor homogeneidad entre el contenido pedagógico 
de los CERP y el del IPA, a los efectos de dar una mejor y mayor uniformización -si la palabra corresponde-, 
sin evitar algún tipo de especializaciones, que pueden ser necesarias. Pero, como dije, esas diferencias han 
generado una serie de debates entre los que egresan del IPA y los que egresan del CERP. Ese era el planteo 
que quería realizar, más allá del rango universitario que se dé en el futuro al egresado de formación docente, 
del tema relativo al MERCOSUR y de la homologación en títulos internacionales, que es un problema que 
vendrá, y bienvenido sea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Diputada Rondán, que había manifestado su inquietud sobre el libro de 
sexualidad -aspecto que compartimos y que fue incluido en la citación- tenía además otra preocupación 
que por omisión no fue incluida en la citación; seguramente el Presidente del CODICEN podrá 
trasladarnos la opinión del Consejo sobre algún trascendido que me gustaría que la propia Diputada 
expresara. Ya que en esta instancia hemos avanzado en la totalidad de los temas, podríamos referirnos 
a este que tiene que ver con las declaraciones sobre el tema de Israel en los textos de historia; nos 
parece interesante que se haga referencia al tema pidiendo disculpas a la Diputada Rondán porque 
cuando se hizo la invitación se incluyó solamente el asunto relativo al libro de sexualidad y no el tema 
de Israel en los libros de historia. Dejamos constancia en la versión taquigráfica de que la no inclusión 
de este tema fue una omisión en el oficio. 


SEÑOR BONILLA.- Brevemente quiero redondear los pensamientos que estábamos intercambiando 
con el señor Diputado Mahía. Nosotros hemos trabajado mucho, y quizás todavía no hemos logrado lo 
que queremos en torno a la idea de que el sistema educativo uruguayo empiece a manejar el concepto 
de razonable equivalencia. Tenemos un mecanismo de comparación entre estudios que, en algún 
sentido, es arcaico; me refiero a una comparación materia a materia, contenido a contenido, que ya no 
pertenece al mundo de hoy. Yo no traía a colación el asunto de los títulos normales internacionales por 
casualidad y no creo que sea un tema distinto; es muy importante. De alguna manera debemos que 
aceptar cierto grado de diversidad, que irá en aumento, porque vamos a tener aquí profesores de 
Paraguay y Brasil dando clases. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Sobre el tema que planteaba el Diputado Mahía con su característica 
enjundia, quisiera hacer una observación. 


Lo que hemos podido recoger de los tres CERP que visitamos, en los que obtuvimos una visión muy 
interesante, hay algo cualitativamente distinto con respecto a la formación tradicional del IPA y es el hecho 
de vivir en un régimen de semi-internado. Eso en sí mismo, desde el punto de vista del sentido común -que es 
lo único en lo que podría opinar en la materia-, tiene un enorme valor pedagógico en cuanto a la 
jerarquización de la tarea docente a los ojos del propio involucrado y también por estar conviviendo todo el 
día nucleados por la actividad de formarse como docentes. Este es un hecho muy singular que creo que de 
alguna manera debe ser tenido en cuenta si lo que se pretende es llegar a esa especie de homogeinización. 
Creo que el CERP y el IPA constituyen dos fenómenos distintos, creados en dos entornos socioeconómicos 
diferentes, buscando soluciones específicas, aunque en ambos casos los alumnos terminen con el título, 
etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recordamos a los señores legisladores que específicamente este no había 
sido motivo de la invitación aunque seguramente puede ameritar un debate futuro porque tendremos 
mucho para hablar sobre este tema. 


SEÑOR BONILLA.- Quería decir que en el mismo sentido en el que hemos tomado medidas para 
reactivar y poner en marcha la capacidad general de los egresados de INET, seguramente la diversidad 
de nuestros egresados va a aumentar. Entonces, bienvenida la diversidad una vez que tengamos bien 
claro el concepto de razonable equivalencia. Es decir que el profesor A, egresado de determinado 
instituto, va a tener una formación con sus peculiaridades, que será distinta de la del profesor B, 
egresado de otro instituto. Me parece que ese es un paso importante para la riqueza del sistema 
educativo. 


Creo que los señores Diputados han podido apreciar el esfuerzo que está haciendo la Administración en este 
tema, esfuerzo que también tiene costos financieros actuales bastante altos. Como decía al inicio, si podemos 
llevar a buen puerto este concurso va a ser histórico en algún sentido, porque va a implicar un gran paso en la 
regularización de un número muy significativo de profesores interinos, cuya situación actual a todos nos 
preocupa. 


Debo decir que no tenía para nada previsto el tema relativo a las menciones que se hacen al Estado de Israel 
en los textos. 


Me referiré al tema indicado en la convocatoria, relativo a los textos de educación sexual. 


SEÑORA RONDÁN.- En cuanto a ese tema tengo dos preocupaciones. Se trata de trascendidos de 
prensa y por ese motivo mi interés es que en este ámbito el CODICEN nos dé las certezas de cómo son 
las cosas. 


Tengo claro que el CODICEN no está elaborando ningún texto sobre educación sexual; quizás me expresé 
mal cuando me referí al tema en la Comisión. Lo que me preocupa es la inclusión de la educación para la 
sexualidad de una manera "más formal" -entre comillas- en las currículas, y no voy a exponer la 
multiplicidad de motivos que tengo para ello, que pueden ir desde el embarazo adolescente hasta las 
enfermedades de trasmisión sexual, y allí pongan ustedes todos los contenidos que ello tiene 


El primer año de esta Legislatura enviamos una minuta de comunicación que fue producto de un acuerdo 
primero en la bancada femenina y luego en la Comisión de Educación y Cultura, y sabemos que hay un 
equipo trabajando sobre ello, que creo que coordina la licenciada Carmen Álvarez. Ese es un tema que nos 
preocupa. Nosotros queremos que antes de que cambien las autoridades -tomen en cuenta que no digo que 
cambie el Gobierno sino las autoridades- esto esté inserto; es una preocupación que tengo como docente. Este 
es uno de los temas que quería plantear, porque hubo una gran polémica sobre aquel otro libro pero no es este 
el momento de que vierta mi opinión; en su momento dije lo que pensaba. 


El otro tema es el trascendido de prensa relativo a que en los colegios religiosos se iba a implementar un libro 
sobre educación para la sexualidad. Quiero dejar bien claro que me parece espectacular que lo hagan; 
considero que se trata de una medida muy buena. Mi preocupación es otra y tiene que ver con que desde mi 
punto de vista, y de acuerdo con lo que interpreto de la Constitución de la República, el CODICEN tiene que 
supervisarlo. De lo contrario, no habría una inspección de enseñanza privada ni colegios habilitados. Con 
esto de ninguna manera estoy emitiendo un juicio de valor sobre ese texto que no sé si existe o si se está 
elaborando. Digo más: conozco algunas fichas con las que se trabaja en colegios religiosos y puedo decir que 
desde mi punto de vista son muy buenas. Es una opinión personal, pero quiero saber -ejerciendo mi derecho 
de contralor- si el CODICEN está en conocimiento de esto y qué actitud va a tomar. Digo esto porque de la 
misma manera que en la comunidad religiosa se puede implementar un texto, también puede aparecer otro 
con determinados contenidos que, desde el punto de vista educativo, puede ser nocivo para los adolescentes. 
Me parece que al CODICEN le compete el contralor de todo lo que tiene que ver con la educación. 


Otra preocupación tiene que ver con manifestaciones del Embajador de Israel. Me preocupa que un texto de 
Historia tenga opiniones tendenciosas hacia Israel, Palestina o la China. Creo que eso no está bien. Sin 
embargo, de no ser así, encuentro un poco fuera de lugar que alguien tenga expresiones de ese tipo si no 
existe un hecho concreto que lo demuestre. Honestamente, no he revisado los libros de historia porque no 
tengo hijos en el sistema actualmente, pero como tenemos la enorme suerte de contar con una profesora de 
historia egresada del IPA quizá me pueda contestar rápidamente si los textos tienen alguna alusión peyorativa 
o tendenciosa con respecto al Estado de Israel o algo que no se ajuste a la verdad. No creo que la historia 
pueda tener más de una versión; cuando está manejada por un investigador serio, hay una verdad única. 
Puede haber otras opiniones, pero en cuanto a los textos debemos ser extremadamente cuidadosos con lo que 
trasmitimos a nuestros adolescentes. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Apoyo en todos sus términos lo expresado por la señora Diputada Rondán en 
su segundo planteo, pero quisiera aportar algunos elementos de juicio. 


Antes de venir a la sesión busqué una fotocopia que me hizo llegar un padre, de un libro que se llama "El 
mundo en que vivimos" -no estoy muy seguro-, donde dice que en 1967, durante la llamada Guerra de los 


Seis Días, Israel invadió Palestina. No nos vamos a explayar pero esto es históricamente inexacto de la A a la 
Z, empezando por el hecho de que el concepto de nación palestina dentro del mundo árabe se fue generando 
en los campos de refugiados en la década del 60, y no existió nunca en la historia. Hoy todos reconocemos 
que hay una nación palestina que quiere tener su Estado. La prueba está en que lo que hoy se reclama como 
base territorial del Estado Palestino era parte de Jordania... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya trasladamos a los miembros del Consejo nuestra preocupación. Cada 
uno puede tener su opinión sobre el tema aunque la verdad histórica sea una. Nos interesa conocer 
ahora la opinión que motivó la preocupación de la señora Diputada Rondán. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Seguramente la señora Diputada Rondán no estaba familiarizada con los 
textos. Este caso me pareció el más grueso porque ese territorio estaba en manos árabes. Entonces, 
¿cómo Israel podía estar invadiendo Palestina? Parte de lo que hoy se llama Gaza era de Egipto, y la 
otra parte estaba ocupada por Cisjordania, lo cual demuestra la inexactitud. Además, en los libros de 
historia aparecería el sesgo, que la señora Diputada Rondán plantea como una posibilidad y que 
nosotros hemos constatado. Lamentablemente no hemos podido traer la prueba tangible de cómo se 
exponen esos aspectos de la historia contemporánea, tan controvertidos y ríspidos, a chicos de 13 a 15 
años. No necesito decir que esta preocupación no es solamente de quien habla. 


SEÑOR MAHÍA.- Coincido totalmente con el planteo de la señora Diputada Rondán en cuanto a la 
necesidad de que en la educación oficial tengamos una mayor referencia a la educación sexual de la que 
existe hoy. 


Con respecto a los temas vinculados a los libros de historia, estos aspectos se han repetido. Hay una 
inspección técnica y una supervisión técnica por parte de las autoridades en cuanto a los contenidos. Podré no 
coincidir desde el punto de vista histórico con algunas afirmaciones, pero creo que no hay una verdad en 
materia histórica. Hay hechos concretos que luego son interpretados, a través del tiempo, por los 
historiadores y los especialistas, pero no existe una verdad histórica. Siempre rehúyo de las verdades oficiales 
o de cualquier tipo de dogma. 


En ese sentido, el tema de la pluralidad, la tolerancia, la libertad de cátedra es parte de lo que hace a la 
tradición de la educación pública uruguaya, e insisto en que hay algunos libros de historia que se refieren a 
acontecimentos ocurridos hace miles de años sobre los cuales podré tener concepciones o interpretaciones 
distintas, pero son simplemente opiniones. Entiendo que haya preocupación en los padres en cuanto a 
determinados contenidos, pero de ahí a inferir otro tipo de cosas, no lo comparto. Voy a dar un ejemplo 
concreto. El actual programa de cuarto año, del Plan 86, trae entre sus contenidos la revolución cubana. Tal 
vez para algunos quien gobierna Cuba es un dictador sanguinario y para otros es un revolucionario. 


No voy a entrar a opinar sobre el fondo del asunto porque creo en la idoneidad ética y profesional de los 
docentes que están al frente de nuestras aulas cuando presentan los temas. Por eso me parece que esto es 
absolutamente opinable. No creo que haya una verdad revelada. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite, señora Presidenta? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos aquí para escuchar al CODICEN. No podemos continuar con estos 
diálogos. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¡No puedo dejar pasar lo que se acaba de decir! 


SEÑORA RONDÁN.- Mi pregunta era solo para pedir una información a las autoridades del 
CODICEN. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el licenciado Bonilla. 


SEÑOR BONILLA.- Con respecto al tercer tema para el cual fuimos convocados, tengo la impresión 
de que en el fondo de la preocupación hay una serie de trascendidos de prensa que nos sorprendieron 


bastante a todos. En primer lugar, se dice que el CODICEN estaría elaborando un manual, como una 
actividad particularmente trascendente, y que ciertos colegios, aparentemente católicos, estarían 
elaborando otro distinto porque el CODICEN les exigía una respuesta. 


El CODICEN no está elaborando ningún manual. Por los contactos que hemos tenido con diferentes 
personalidades del mundo vinculadas a los colegios católicos, tampoco hay ningún activismo especial en 
materia de manuales sobre sexualidad. Eso en cuanto al trasfondo. 


La señora Diputada Rondán manifestaba otras preocupaciones. Evidentemente, el CODICEN siempre estuvo 
preocupado por el tema, que es muy complejo. Tenemos conciencia de que el Uruguay tiene cierto atraso en 
su tratamiento, en algunos casos menos del que se cree y en otros más del que se cree; en muchos casos 
sobreabunda información, pero ella no es consistente, no está bien dada ni es orgánica y, en otros, tenemos 
carencias respecto a ciertos temas a la edad en que los chicos acceden a ellos. En definitiva, es una situación 
que deja que desear. 


El Consejo ha tomado la decisión de abordar este tema en un momento de tranquilidad administrativa, ya que 
requiere una discusión muy de fondo. Paralelamente, se han hecho y se hacen innumerables cosas. No solo 
tenemos un equipo trabajando -al que hacía mención la señora Diputada Rondán- en el sentido de elaborar el 
plan nacional de educación sexual, conjuntamente con el INAME, con Salud Pública y con distintas ONG. Se 
trata de un gran programa paraguas, que todavía necesita su aterrizaje en el cual la educación es uno de los 
tantos actores. Esto se está discutiendo a nivel de la coordinadora de la educación. El Ministerio de 
Educación y Cultura quiso dar su opinión, aunque ya tenía presencia en este programa; como hubo cambio de 
Ministro, quiso dar su opinión. Estamos trabajando en eso y el año que viene seguramente tomemos alguna 
medida vinculada a este tema, ya que la discusión está dada en el CODICEN. No sé si va a ser un manual; a 
lo mejor es más importante hacer una campaña de divulgación respecto a temas puntuales o la 
implementación de un número de teléfono que permita responder las preguntas de aquellos que así lo 
requieren. Es decir que no hay ninguna decisión sobre un manual, pero sí tenemos la preocupación y somos 
conscientes de que tenemos que trabajar en ello. 


Un grupo de colegios religiosos tienen desde hace tiempo un texto que se denomina algo así como Educación 
para el Amor. En grandes líneas es un buen texto, con fichas que no son particularmente llamativas. En la 
medida en que no hay un texto nuevo, no hemos implementado ninguna actividad de supervisión en especial. 
Por otra parte, nuestra capacidad relativa de supervisión se aplica a aquellos colegios habilitados. Todos 
saben que hay muchos colegios que no están habilitados. 


Con respecto al otro tema, no tengo mucho más que trasmitir. Las declaraciones del Embajador de Israel se 
realizaron en un momento en que yo estaba fuera del país. Por lo tanto, no las escuché en directo ni tuve la 
oportunidad de comentarlas con los colegas. Cuando regresé al país la asociación B'nai B'rith me solicitó una 
entrevista. Yo me esperaba un planteo vinculado a alguna de las cosas que se mencionaron aquí sobre 
Palestina. Curiosamente no se trataba de eso, sino de una encuesta que habíamos hecho en la que se hacía 
referencia a la discriminación de ciertos grupos. Ellos me expresaron que no se mencionaba a los judíos ni a 
los negros. Se trataba del viejo medidor de discriminación que está en todas las encuestas; se pedía la opinión 
con respecto a un vecino. Yo había leído la encuesta y estaba seguro de que se hacía la pregunta clásica. Les 
mostré la encuesta y efectivamente estaban todos los grupos sobre los que razonablemente se mide si hay 
discriminación; no había un tratamiento especial en cuanto a los grupos vinculados a la religión judía. Eso es 
lo único que puedo decir al respecto. El Embajador de Israel nunca se comunicó conmigo. Ante la 
preocupación de los señores Diputados, seguramente hagamos una revisión de los textos para analizar si 
efectivamente existen elementos que llamen la atención. En definitiva, lo que recibí fue esta preocupación 
por la encuesta y quedó demostrado que en ella estábamos repitiendo lo que toda encuesta pregunta en 
materia de discriminación. Además, se fueron muy satisfechos con mi respuesta. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quiero hacer una puntualización porque existe una verdad histórica. Hay dos 
asuntos que quiero subrayar 


En primer lugar, cuando dijimos que en un texto leímos que en 1967 Israel invadió Palestina, quise significar 
que desde hacía diecinueve años ese territorio formaba parte de Jordania. A esto no hay vuelta que darle. Que 
en un texto de historia para chicos de trece, catorce y quince años, en un tema que provoca tanto a la atención 
pública y que lamentablemente genera tantas pasiones, se diga esto, no es nada bueno. 


En segundo término, entiendo que el concepto que expuso el señor Diputado Mahía para libertad de cátedra 
para chicos liceales debe ser objeto de una elaboración un poco más matizada, porque si no en este colador 
entra cualquier tipo de lavado de cerebro. Una cosa es tener alumnos de más de veinte años y otra es tener 
alumnos de trece o catorce, para quienes el profesor de Secundaria como el maestro de la escuela, es un 
referente y casi un ideal. Todos tenemos en nuestra memoria como ídolos a quienes fueron nuestros maestros 
en la Primaria y nuestros profesores en Secundaria. Por lo tanto, en el tema de la libertad de cátedra, en este 
mundo tan convulsionado en el que estamos viviendo y en asuntos en los que hay tanta desinformación, 
apreciaría que se analizara por parte del CODICEN toda la información de los textos. No me refiero tanto a 
errores en las fechas sino a la concepción y al sesgo que puedan tener los textos de historia en la materia. 


SEÑOR MAHÍA.- En primer lugar, no creo en ninguna verdad revelada. 


En segundo término, no hice referencia a la situación palestina, judía ni a ninguna otra; hice referencias 
genéricas sobre un concepto de enseñanza de la historia y demás. Sí reafirmo la libertad de cátedra y la 
laicidad como concepto fundamental. Además, si hubiese algún caso de lavado de cerebro, me gustaría 
conocerlo. 


SEÑOR ARREGUI.- Traté de hacer economía del tiempo, pero a modo de constancia quiero dejar 
sentada mi postura. No compartimos bajo ningún punto de vista una verdad oficial. Padecimos mucho 
y durante mucho tiempo lo que fue la verdad oficial. No vamos a aceptar una postura de ese tipo. Me 
gustaría entrar en el tema y profundizar en él, pero en esta oportunidad solo quería dejar esa 
constancia. 


SEÑORA RONDÁN.- Quizás se haya interpretado mal lo que yo dije. Yo tampoco creo en verdades 
oficiales que vengan de ninguna parte; ¡de ninguna parte! Sí creo -y lo digo con el mayor de los 
respetos a dos docentes de historia que están presentes en esta reunión- que hay cosas que son 
realidades: la Batalla de las Piedras ocurrió el 18 de mayo de 1811 y no puedo decir que fue el día 25. 
Esto es simplemente lo que quise decir. También comparto la libertad de cátedra porque he estado más 
de la mitad de mi vida en un aula. 


Nunca pensé que se fuera a producir este debate. Lo que yo quería, porque formo parte del Gobierno, era 
conocer la posición oficial del organismo que rige la educación; no polemizar sobre la inspección técnica. 
Eso era simplemente lo que señalé. Y quiero dejar bien claro que no creo en verdades reveladas de nada ni de 
nadie porque, por suerte, soy librepensadora. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa interpretó cuál había sido la preocupación de la Diputada. 


Nosotros queremos agradecer a las autoridades del CODICEN su amabilidad y la información que nos 
proporcionaron. 


Se levanta la reunión. 


"Ver documentos anexos" 


Pa 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


